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RENTA. EL PROCEDIMIENTO DE DETERMINACIÓN PRESUNTIVA DE LA UTILIDAD FISCAL PREVISTO EN EL 
ARTÍCULO 90 DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, ES INCOMPATIBLE CON LOS INGRESOS DERIVADOS DEL 
ARTÍCULO 59, FRACCIÓN III, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 
2013). El artículo citado faculta a las autoridades fiscales para determinar, de manera presuntiva, la utilidad fiscal de los 
contribuyentes, al prever que podrán aplicar a los ingresos brutos declarados o determinados presuntivamente, el 
coeficiente de 20% o el que corresponda, dependiendo de la actividad a que se dedique el causante. Sin embargo, este 
procedimiento no es aplicable a la estimativa indirecta de ingresos prevista en el artículo 59, fracción III, del Código Fiscal 
de la Federación, que se actualiza cuando el contribuyente no sustenta con documentación en su contabilidad el registro 
de los depósitos en su cuenta bancaria, pues dicha presunción legal deriva de datos ciertos aplicados por la autoridad 
cuando lleva a cabo sus facultades de comprobación, por lo que admite prueba en contrario dentro del procedimiento de 
fiscalización relativo, y si el particular auditado no logra desvirtuarla, procede determinar la obligación tributaria con base 
cierta, ya que la autoridad conoce con certeza el monto de los ingresos sujetos a pagar contribuciones, lo que no sucede 
con la determinación presuntiva de ingresos prevista en los artículos 55, 56 y 61 de la codificación mencionada, pues la 



autoridad construye la presunción, por ausencia de datos, conforme a los diversos procedimientos contenidos en esos 
numerales; de ahí que no resultaría lógico permitir a quienes se les detectaron aquellas actividades elusivas, disminuir el 
monto de los recursos que se presumieron acumulables mediante la aplicación de un coeficiente diseñado para calcular 
la utilidad fiscal presunta, por no tener certeza de la cuantía de los recursos dinerarios percibidos; razón por la cual, las 
autoridades exactoras no están obligadas a aplicar los coeficientes previstos en el referido artículo 90, respecto de los 
ingresos derivados de depósitos bancarios no registrados. 

Contradicción de tesis 457/2013. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Décimo en Materia Administrativa 
del Primer Circuito y Primero en Materias Administrativa y de Trabajo, ahora Primero en Materia Administrativa del 
Décimo Sexto Circuito. 23 de abril de 2014. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando 
Franco González Salas y Luis María Aguilar Morales. Disidentes: Sergio A. Valls Hernández y Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Gabriel Regis López. 

Tesis y/o criterios contendientes: 

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Sexto Circuito, al 
resolver la revisión fiscal 293/2013, y el diverso sustentado por el Décimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 
del Primer Circuito, al resolver el amparo directo 625/2012. 

Tesis de jurisprudencia 59/2014 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del siete 
de mayo de dos mil catorce. 

Esta tesis se publicó el viernes 11 de julio de 2014 a las 08:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de julio de 2014, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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ACTAS DE VISITA DOMICILIARIA. PARA CUMPLIR CON EL REQUISITO DE LA DEBIDA CIRCUNSTANCIACIÓN 
DERIVADO DEL ARTÍCULO 46, FRACCIÓN I, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, ES INNECESARIO QUE 
EN ELLAS LOS VISITADORES ASIENTEN QUE NO SE ACTUÓ EN DÍAS Y HORAS INHÁBILES. De los artículos 12, 
13, 44 a 47, 49, 50 y 53 del Código Fiscal de la Federación, que establecen los días y horas hábiles en que la autoridad 
fiscal podrá actuar, así como las reglas a las cuales debe ajustar su actuación durante la práctica de una visita 
domiciliaria, no se advierte que los visitadores estén obligados a señalar en las actas relativas si se desarrollan en días y 
horas inhábiles, por lo que no existe razón legal para que en dichas actas deba circunstanciarse que durante la ejecución 



de la visita no se actuó en días y horas inhábiles. Es así, porque si bien es cierto que el citado numeral 13 señala que la 
práctica de diligencias por las autoridades fiscales deberá efectuarse en días y horas hábiles, también lo es que eso no 
significa que en todas las actuaciones deba circunstanciarse el hecho de que se desarrollan en días y horas hábiles o 
inhábiles, sino que basta con que en ellas se asienten el día y hora de su realización para que el visitado tenga certeza 
de ello y, en su caso, pueda impugnarlas, así como para que el órgano jurisdiccional competente pueda verificar su 
legalidad, siendo innecesaria mayor circunstanciación al respecto. En todo caso, es en los supuestos de excepción 
previstos en el indicado artículo 13, a saber: a) cuando la persona con quien se va a practicar la diligencia realice las 
actividades por las que deba pagar contribuciones en días u horas inhábiles; y b) al continuar en días u horas inhábiles 
una diligencia iniciada en días y horas hábiles, cuando la continuación tenga por objeto el aseguramiento de contabilidad 
o de bienes del particular. 

Contradicción de tesis 119/2014. Entre las sustentadas por el entonces Tribunal Colegiado del Décimo Cuarto Circuito, 
actual Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Décimo Cuarto Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en 
Materia Administrativa del Segundo Circuito. 28 de mayo de 2014. Cinco votos de los Ministros Sergio A. Valls 
Hernández, Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María 
Aguilar Morales. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: José Álvaro Vargas Ornelas. 

Tesis y/o criterios contendientes: 

Tesis XIV. J/2, de rubro: "VISITAS DOMICILIARIAS, PRÁCTICA DE, EN DÍAS Y HORAS INHÁBILES. SON CASOS 
EXCEPCIONALES Y DEBE HACERSE CONSTAR ESA CIRCUNSTANCIA EN EL ACTA FINAL DE AUDITORÍA.", 
aprobada por el Tribunal Colegiado del Décimo Cuarto Circuito, y publicada en el Semanario Judicial de la Federación, 
Octava Época, Tomo VI, Segunda Parte-1, julio-diciembre de 1990, página 427, y el sustentado por el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito, al resolver el amparo directo 837/2013. 

Tesis de jurisprudencia 71/2014 (10a). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del once 
de junio de dos mil catorce. 

 Esta tesis se publicó el viernes 11 de julio de 2014 a las 08:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de julio de 2014, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013 
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PARTICIPACIÓN DE LOS TRABAJADORES EN LAS UTILIDADES DE LAS EMPRESAS. EL PLAZO PARA QUE LA 
AUTORIDAD HACENDARIA DÉ RESPUESTA A UN SINDICATO SOBRE EL ESCRITO DE OBJECIONES RESPECTO 
DE LA DECLARACIÓN DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA EN LA QUE SE DETERMINÓ LA RENTA GRAVABLE 
RELATIVA, ES EL PREVISTO EN LOS ARTÍCULOS 20 Y 21 DEL REGLAMENTO DE LOS ARTÍCULOS 121 Y 122 DE 
LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO. Del inciso e), fracción IX, apartado A, del artículo 123 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, en relación con los artículos 120, 121 y 122 de la Ley Federal del Trabajo; 4o. y 19 del 
Reglamento de los Artículos 121 y 122 de la Ley Federal del Trabajo se obtiene, primordialmente, que el derecho para 
formular objeciones respecto de la declaración anual del impuesto sobre la renta en la que se determinó la renta gravable 
correspondiente a la participación de los trabajadores en las utilidades de las empresas presentada por los patrones, lo 
ejercen la mayoría de los trabajadores o el sindicato titular del contrato colectivo de trabajo. Por su parte, de los preceptos 
20 y 21 del reglamento señalado, se advierte que, una vez admitido el escrito de objeciones, la autoridad hacendaria 
cuenta con un plazo que en ningún caso podrá exceder de seis meses para efectuar los estudios o investigaciones 
correspondientes y que, obtenidos los resultados, se dictará resolución dentro de un plazo no mayor a dos meses, 



mientras que en los artículos 46-A y 52-A del Código Fiscal de la Federación, vigentes en 2010, se prevé un plazo de 
doce meses como máximo para concluir la visita o revisión de la contabilidad, a partir de que se notifique al contribuyente 
el inicio de las facultades de comprobación y, en su caso, otro periodo igual, a partir de que se comunique al contador 
público la solicitud de información. Por tanto, en atención al principio de especialidad, ante la aparente incompatibilidad 
de las normas precisadas, debe prevalecer la especial (lex specialis derogat generali), es decir, el plazo para que la 
autoridad hacendaria dé respuesta a un sindicato inconforme, es el previsto en los preceptos reglamentarios citados y no 
el de doce meses contenido en las disposiciones de la legislación tributaria mencionadas. 

  

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

  

Amparo en revisión 292/2013. Sindicato de Trabajadores Portuarios de Veracruz, Confederación de Trabajadores 
Mexicanos al Servicio de SSA México, S.A. de C.V. 9 de mayo de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: Francisco García 
Sandoval. Secretario: Daniel Rodrigo Díaz Rangel. 

  

Esta tesis se publicó el viernes 11 de julio de 2014 a las 08:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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RENTA. EL ARTÍCULO 195, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, NO VIOLA EL 
PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 
2013). El citado precepto legal, al obligar a las instituciones de fianzas o de seguros residentes en el extranjero, sin 
establecimiento permanente en el país, a pagar el impuesto sobre la renta causado por concepto de intereses, por las 
contraprestaciones que perciban de residentes en México (ya sea nacionales o residentes en el extranjero con 
establecimiento permanente en el país), con motivo de la aceptación de un aval, del otorgamiento de una garantía o de la 
responsabilidad de cualquier clase, no viola el principio de proporcionalidad tributaria contenido en el artículo 31, fracción 
IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues atiende a la situación particular que tienen dichos 
causantes, dado que están obligados al pago del impuesto sobre la renta por los ingresos que obtengan en efectivo, en 
bienes, en servicios o en crédito, aun cuando hayan sido determinados presuntivamente por las autoridades fiscales, 
provenientes de fuentes de riqueza situadas en territorio nacional, cuando no tengan un establecimiento permanente en 
el país o, cuando teniéndolo, los ingresos no sean atribuibles a éste, conforme al artículo 179 de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta; de ahí que si los aludidos contribuyentes reciben recursos dinerarios por garantizar el cumplimiento de 



una obligación principal a cargo de un tercero, en cualquiera de las modalidades mencionadas, están obligados a pagar 
dicho impuesto, toda vez que esos recursos constituyen ingresos por concepto de intereses provenientes de fuente de 
riqueza nacional, obtenidos como retribución por aceptar responder por un tercero, el cumplimiento de una obligación 
principal, lo cual incide de manera positiva en su patrimonio, por lo que dicha riqueza obtenida dentro del territorio 
nacional es susceptible de ser gravada, conforme a la tasa que le corresponda de las que prevé el propio dispositivo legal 
o, en su caso, acorde a los porcentajes autorizados en caso de existir algún convenio internacional. 

Amparo directo en revisión 374/2013. MBIA Insurance Corporation. 13 de noviembre de 2013. Mayoría de tres votos de 
los Ministros Sergio A. Valls Hernández, Alberto Pérez Dayán y José Fernando Franco González Salas. Disidentes: 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: 
Gabriel Regis López. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 11 de julio de 2014 a las 08:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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RENTA. EL ARTÍCULO 195, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, NO VIOLA EL 
PRINCIPIO DE LEGALIDAD TRIBUTARIA (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2013). El 
citado precepto legal, al obligar a las instituciones de fianzas o de seguros residentes en el extranjero, sin establecimiento 
permanente en el país, a pagar el impuesto sobre la renta causado por concepto de intereses, por las contraprestaciones 
que perciban de residentes en México (ya sea nacionales o residentes en el extranjero con establecimiento permanente 
en el país), con motivo de la aceptación de un aval, del otorgamiento de una garantía o de la responsabilidad de cualquier 
clase, no viola el principio de legalidad tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, pues si bien no define lo que debe entenderse por dichas expresiones, lo cierto es que ello 
no implica un problema interpretativo invencible en detrimento de la certeza jurídica que deben tener los causantes 
mencionados, pues tanto la figura jurídica del aval como la de la garantía y la responsabilidad, son de uso común o de 
clara comprensión para todos sus destinatarios, habida cuenta que todas esas instituciones tienen como denominador 
común el que un tercero responda por la obligación de otra persona; de ahí que los aludidos contribuyentes residentes en 
el extranjero, sin presencia en el país de un establecimiento permanente, en todo momento conocen que si reciben pagos 



de un residente en México por garantizar el cumplimiento de una obligación principal a cargo de un tercero, en cualquiera 
de las mencionadas modalidades, deben considerar que constituyen ingresos por concepto de intereses provenientes de 
fuente de riqueza nacional y, por ende, pagar el impuesto relativo, vía retención, conforme a la tasa que le corresponda 
de las que prevé el propio dispositivo legal o, en su caso, acorde a los porcentajes autorizados en caso de existir algún 
convenio internacional. 

  

Amparo directo en revisión 374/2013. MBIA Insurance Corporation. 13 de noviembre de 2013. Mayoría de tres votos de 
los Ministros Sergio A. Valls Hernández, Alberto Pérez Dayán y José Fernando Franco González Salas. Disidentes: 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: 
Gabriel Regis López. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 11 de julio de 2014 a las 08:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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RENTA. EL ARTÍCULO 195, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, NO VIOLA EL 
PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2013). Este 
precepto legal, al obligar a las instituciones de fianzas o de seguros residentes en el extranjero, sin establecimiento 
permanente en el país, a pagar el impuesto sobre la renta causado por concepto de intereses, por las contraprestaciones 
que perciban de residentes en México (ya sea nacionales o residentes en el extranjero con establecimiento permanente 
en el país), con motivo de la aceptación de un aval, del otorgamiento de una garantía o de la responsabilidad de cualquier 
clase, no viola el principio de equidad tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, pues si bien el artículo 9o. de la Ley del Impuesto sobre la Renta no califica como intereses 
los pagos que reciban por las mismas actividades las compañías aseguradoras y afianzadoras residentes en nuestro 
país, lo cierto es que ambos causantes no se encuentran en las mismas condiciones, ya que están sujetos a mecanismos 
impositivos diversos, tan es así que los residentes en el extranjero no acumulan sus ingresos conforme a las 



disposiciones de la ley impositiva mexicana, pues tributan conforme al principio de territorialidad o fuente de la renta, esto 
es, por los ingresos que perciban de fuentes localizadas dentro del país, a diferencia de los residentes en México, 
quienes son gravados conforme al principio de renta mundial, por todos los ingresos que reciban con independencia de 
su origen, habida cuenta que, el propio numeral 195 establece que el impuesto a cargo de los primeros se paga en un 
solo momento, vía retención, sin deducción alguna, máxime que los segundos deben acumular a sus demás ingresos los 
recursos dinerarios que reciben con motivo de su actividad financiera preponderante, en términos del artículo 17 de la 
legislación citada, por lo que es evidente que se encuentra justificado el trato diferenciado de mérito ya que, para unos, la 
realización de las actividades de la que derivan los pagos es una operación aislada regida por la ley fiscal mexicana, 
mientras que para los otros constituye su actividad preponderante, por lo que deben acumular los ingresos relativos y 
manifestarlos en las declaraciones correspondientes; además, con dicha diferenciación no se pretende privilegiar a los 
contribuyentes nacionales, ya que éstos deben pagar el impuesto conforme a la tasa prevista en el ordenamiento 
impositivo local, que normalmente es superior a la establecida en los convenios internacionales. 

  

  

  

Amparo directo en revisión 374/2013. MBIA Insurance Corporation. 13 de noviembre de 2013. Mayoría de tres votos de 
los Ministros Sergio A. Valls Hernández, Alberto Pérez Dayán y José Fernando Franco González Salas. Disidentes: 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: 
Gabriel Regis López. 

  

Esta tesis se publicó el viernes 11 de julio de 2014 a las 08:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 

 


